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Daños y Perjuicios 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, 

la Jueza Grana Martínez y el Juez Bonilla Ortiz. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 En San Juan, Puerto Rico a 9 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos el Municipio Autónomo de Carolina 

mediante un recurso de certiorari presentado el 13 de 

junio de 2016 en el que solicitó la revisión de un 

dictamen del Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Carolina. 

 Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

expedimos el auto de certiorari, REVOCAMOS la orden 

recurrida y devolvemos el caso al Tribunal de Primera 

Instancia para la continuación de los procedimientos. 

I. 

El 3 de febrero de 2015, Viannete Cruz Figueroa, 

Gregory Cruz Merced, y la menor Valerie Escribano Cruz 

(recurridos) presentaron una demanda de daños y 

perjuicios contra el Municipio de Carolina, la Autoridad 

de Acueductos y Alcantarillados y compañías aseguradoras 

desconocidas. Los hechos que dieron base a la demanda 

ocurrieron el 20 de febrero de 2014 cuando se alegó que 

la menor Valerie Escribano Cruz salió de la escuela Luz 

América Calderón, colapsó una tapa de alcantarilla y cayó 

en un hueco profundo. Como consecuencia de la caída, la 
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menor sufrió una fractura en la pierna izquierda y 

laceración y hematoma en la pierna derecha. Acudió al 

Hospital San Jorge en donde le enyesaron ambas piernas. 

Posteriormente, el 4 de abril de 2016, el Municipio 

presentó una Moción de Sentencia Sumaria, en la que adujo 

que no responde por los alegados daños sufridos a los 

recurridos Viannete Cruz Figueroa y Gregory Cruz Merced 

puesto que la notificación previa de su reclamación no se 

hizo dentro de los 90 días requeridos según el artículo 

15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, Ley núm. 81 del 

30 de agosto de 1991, 21 LPRA sec. 4703. En síntesis, 

alegaron que la notificación sobre los hechos alegados en 

la demanda se recibió en el Municipio el 27 de mayo de 

2014. La notificación tiene fecha del 19 de mayo de 2014 

y el pago del servicio postal tiene fecha del 22 de mayo 

de 2014. El Municipio alegó que aun considerando la fecha 

del pago del servicio postal, la notificación fue tardía.  

La parte recurrida presentó una oposición a la 

sentencia sumaria el 20 de abril de 2016. En la misma 

alegó que la notificación se depositó en el correo el 19 

de febrero de 2015.
1
 Argumentó que la notificación 

incluyó la información requerida por el art. 15.003 de la 

Ley de Municipios Autónomos, supra, para que el Municipio 

investigara los hechos alegados en la reclamación. 

Finalmente, argumentó que el requisito de notificación no 

debía aplicarse a la menor de edad. El Municipio presentó 

una Réplica a Moción en Oposición a Sentencia Sumaria en 

la que únicamente solicitó la desestimación de la causa 

de acción de los padres de la menor y no la causa de 

acción de la menor de edad. 

                                                 
1
 Entendemos que esto es un error de la parte, puesto que la fecha 

correcta de la carta de notificación es el 19 de mayo de 2014. 
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Sin embargo, el 25 de abril de 2016 y notificada el 

2 de mayo de 2016, el tribunal dispuso lo siguiente en 

cuanto a la moción de sentencia sumaria: 

Atendida la Moción de Sentencia Sumaria, 

este Tribunal dicta lo siguiente: 

Atendido el escrito dispositivo 

presentado por la parte co-demandada Municipio 

Autónomo de Carolina e intitulado “Moción de 

Sentencia Sumaria” y el cual disponemos como 

una solicitud de desestimación por falta de 

notificación, el mismo se declara No Ha Lugar.  

 

El mismo día, el tribunal emitió otra orden en la 

que dispuso: 

Atendida la Moción en Oposición a 

Sentencia Sumaria, este Tribunal dicta lo 

siguiente: 

Con Lugar.  

Ante esto, se declara No Ha Lugar el 

escrito dispositivo promovido por la parte co-

demandada Municipio Autónomo de Carolina. 

 

Inconforme, el Municipio recurrió ante nos mediante 

un recurso de certiorari y señaló el siguiente error: 

 INCURRIÓ EN ERROR EL TPI AL NO DESESTIMAR 

LA CAUSA DE ACCIÓN DE LA SRA. VIANNETTE CRUZ 

FIGUEROA Y EL SR. GREGORY CRUZ MERCED CONTRA 

EL MUNICIPIO DE CAROLINA POR FALTA DE 

NOTIFICACIÓN SEGÚN EXIGE LA LEY DE MUNICIPIOS 

AUTÓNOMOS DE PUERTO RICO.  

 

Los demandantes-recurridos no presentaron su 

alegato, por lo que disponemos de la controversia sin el 

beneficio de su comparecencia 

II. 

-A- 

La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., 

atiende todo lo referente al mecanismo de sentencia 

sumaria. En específico, la Regla 36.1 de Procedimiento 

Civil dispone que en cualquier momento después de haber 

transcurrido 20 días desde que se emplaza a la parte 

demandada o después que la parte contraria haya 

notificado una moción de sentencia sumaria, aunque no más 

tarde de los 30 días luego de la fecha establecida por el 

tribunal para concluir el descubrimiento de prueba, una 
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parte podrá presentar una moción fundamentada “en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una controversia sustancial 

de hechos esenciales y pertinentes, para que el tribunal 

dicte sentencia sumariamente a su favor sobre la 

totalidad o cualquier parte de la reclamación 

solicitada”. 32 LPRA Ap. V, R. 36.1. 

 Según ha explicado el Tribunal Supremo, este 

mecanismo propicia la esencia y la razón expresada en la 

Regla 1 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) cuando 

surja de forma clara que el promovido no puede prevalecer 

y que el tribunal cuenta con la verdad de todos los 

hechos necesarios para poder resolver la controversia. 

Mejías v. Carrasquillo, 185 DPR 288, 299 (2012); Corp. 

Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714 

(1986). Así pues, este mecanismo procesal vela 

adecuadamente por el balance entre el derecho de todo 

litigante a tener su día en corte y la disposición justa 

rápida y económica de los litigios civiles. Íd., pág. 

300; Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 220 (2010). 

La parte que solicite la disposición de un asunto 

mediante el mecanismo de sentencia sumaria deberá 

establecer su derecho con claridad, pero sobre todo, 

deberá demostrar que no existe controversia sustancial 

sobre algún hecho esencial. González Aristud v. Hosp. 

Pavía, 168 DPR 127 (2006); Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 213. 

 De otro lado, la parte que se oponga a que se dicte 

sentencia sumaria, según la citada Regla 36.3, supra, 

deberá controvertir la prueba presentada por la parte que 

la solicita por lo que deberá cumplir con los mismos 

requisitos que tiene que cumplir la parte proponente. 

Además, su solicitud deberá contener una relación concisa 
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y organizada, con una referencia a los párrafos 

enumerados por la parte promovente, de los hechos 

esenciales y pertinentes que están realmente y de buena 

fe controvertidos, con indicación de los párrafos o las 

páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 

admisible en evidencia donde se establecen los mismos, 

así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal. 

Véase, Regla 36.3 (b) (2), supra. 

 De no hacerlo, la parte opositora correrá el riesgo 

de que la solicitud de sentencia sumaria sea acogida por 

el tribunal y se resuelva en su contra. Ramos v. 

Univisión Pérez, supra, pág. 215; Luan Invest. Corp. v. 

Rexach Const. Co., 152 DPR 652 (2000). En Corp. Presiding 

Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714 (1986), el 

Tribunal Supremo estableció como regla general que la 

parte que se oponga a la sentencia sumaria deberá 

“presentar contradeclaraciones juradas y contradocumentos 

que pongan en controversia los hechos presentados por el 

promovente.” Íd., pág. 721. Es por ello que la parte que 

se oponga no puede descansar en meras alegaciones. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 215. 

 Así las cosas, en SLG Zapata–Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414 (2013), se resolvió en cuanto a la 

sentencia sumaria que la misma: 

[C]oloca sobre las partes, quienes 

conocen de primera mano sus respectivas 

posiciones, así como la evidencia 

disponible en el caso, el deber de 

identificar cada uno de los hechos que 

estiman relevantes, al igual que la 

prueba admisible que los sostiene. Se 

facilita, por lo tanto, el proceso 

adjudicativo al poner al tribunal en 

posición de evaluar conjuntamente las 

versiones encontradas para cada uno de 

los hechos refutados a la luz de las 

referencias a la prueba que alegadamente 

los apoya. Este sistema claramente 

agiliza la labor de los jueces de 

instancia y propende la disposición 
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expedita de aquellas disputas que no 

necesitan de un juicio para su 

adjudicación. Id. págs. 433–434. 

 

 Una vez las partes cumplan con las disposiciones 

antes esbozadas, la precitada Regla 36 de Procedimiento 

Civil requiere que se dicte sentencia sumaria, solamente 

si las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas y alguna otra evidencia si las 

hubiere, acreditan la inexistencia de una controversia 

real y sustancial respecto a algún hecho esencial y 

pertinente y, además, si el derecho aplicable así lo 

justifica. SLG Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, supra, 

430-434 (2013).  

 Por otro lado, en Meléndez González v. M. Cuebas, 

Inc., 193 DPR 100 (2015), el Tribunal Supremo hizo un 

análisis de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, con relación al rol del Tribunal ante la petición 

de una sentencia sumaria. En dicho caso, el Tribunal 

Supremo, citando la Regla 36.4, enfatizó lo siguiente: 

Si en virtud de una moción presentada 

bajo las disposiciones de esta regla no 

se dicta sentencia sobre la totalidad del 

pleito, ni se concede todo el remedio 

solicitado o se deniega la misma, y es 

necesario celebrar juicio, será 

obligatorio que el tribunal resuelva la 

moción mediante una determinación de los 

hechos esenciales y pertinentes sobre los 

cuales no hay controversia sustancial y 

los hechos esenciales y pertinentes que 

están realmente y de buena fe 

controvertido[s]. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra., 112-113. (Énfasis 

en el original)  

 Por tanto, el mecanismo de la sentencia sumaria le 

requiere a los jueces que -aun cuando denieguen, parcial 

o totalmente una Moción de Sentencia Sumaria- determinen 

los hechos que han quedado incontrovertidos y aquellos 

que aún están en controversia. Íd; véase además, SLG 

Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, supra.
 
Es decir, el 
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tribunal está obligado a determinar, mediante resolución, 

los hechos esenciales y pertinentes sobre los que no 

existe controversia sustancial, así como aquellos que 

estén incontrovertidos, a los fines de que no se tenga[n] 

que relitigar los hechos que no están en controversia. 

Íd. Solamente de esa manera se pone en posición a este 

Tribunal de poder revisar un recurso mediante el cual se 

recurre, ya sea de la denegatoria o de la concesión de 

una Moción de sentencia sumaria. 

Igualmente, en el citado caso Meléndez González et 

al. v M. Cuebas, supra, el Tribunal Supremo amplió el 

estándar específico que este foro debe utilizar al 

momento de revisar la denegatoria o la concesión de una 

solicitud de sentencia sumaria y estableció que nos 

encontramos en la misma posición que el Tribunal de 

Primera Instancia para evaluar la procedencia de una 

sentencia sumaria. Consecuentemente, precisa que 

examinemos la moción de sentencia sumaria y su oposición 

para determinar si éstas cumplen con lo requerido por la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y su 

jurisprudencia interpretativa, y si no existen hechos 

pertinentes y esenciales en controversia. De no existir 

controversias sobre hechos pertinentes y esenciales 

debemos evaluar si procede en derecho la concesión de tal 

remedio. Íd. 

-B- 

El Artículo 15.003 de la Ley Núm. 81, supra, mejor 

conocida como la Ley de Municipios Autónomos, establece 

el requisito de notificar a un municipio antes de instar 

una acción por daños en su contra. Dicho Artículo dispone 

como sigue, en su parte relevante:   

  

Toda persona que tenga reclamaciones de 

cualquier clase contra un municipio por daños 

personales o a la propiedad, ocasionados por 
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la culpa o negligencia del municipio, deberá 

presentar al Alcalde una notificación escrita, 

haciendo constar en forma clara y concisa la 

fecha, lugar, causa y naturaleza general del 

daño sufrido.  En dicha notificación se 

especificará, además, la cuantía de la 

compensación monetaria o el tipo de remedio 

adecuado al daño sufrido, los nombres y 

direcciones de sus testigos y la dirección del 

reclamante, y en los casos de daño a la 

persona, el lugar donde recibió tratamiento 

médico en primera instancia.  

  

(a) Forma de entrega y término para hacer la 

notificación.      

Dicha notificación se entregará al Alcalde, 

remitiéndola por correo certificado o por 

diligenciamiento personal o en cualquier otra 

forma fehaciente reconocida en derecho.    

   

La referida notificación escrita deberá 

presentarse al Alcalde dentro de los noventa 

(90) días siguientes a la fecha en que el 

reclamante tuvo conocimiento de los daños 

reclamados. Si el reclamante está mental o 

físicamente imposibilitado para hacer dicha 

notificación en el término antes establecido, 

no quedará sujeto al cumplimiento del mismo, 

debiendo hacer la referida notificación dentro 

de los treinta (30) días siguientes a la fecha 

en que cese la incapacidad.    

   

[…]  

   

(b) Requisito jurisdiccional.  

No podrá iniciarse acción judicial de clase 

alguna contra un municipio por daños causados 

por la culpa o negligencia de aquél, a menos 

que se haga la notificación escrita, en la 

forma, manera y en los plazos dispuestos en 

esta ley.    

  

[…] 21 LPRA sec. 4703. (Énfasis suplido).   

  

En López v. Autoridad de Carreteras, 133 DPR 243, 

249 (1993), nuestro más Alto Foro reiteró que la 

notificación a un municipio en reclamaciones de daños por 

responsabilidad extracontractual tiene los siguientes 

propósitos: 1) proporcionar la oportunidad de investigar 

los hechos que dieron origen a la reclamación; 2) 

desalentar las reclamaciones infundadas;  3) propiciar 

una pronta solución a dichas reclamaciones; 4) permitir 

una inspección inmediata del lugar del accidente antes de 

que ocurran cambios; 5) descubrir el nombre de posibles 

testigos y entrevistarlos mientras su recuerdo es más 
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reciente y confiable; 6) advertir a las autoridades 

municipales de la existencia de la reclamación para que 

se provea la reserva necesaria en el presupuesto anual; y 

7) mitigar el importe de los daños sufridos mediante una 

oportuna intervención ofreciendo tratamiento médico 

adecuado y proporcionando facilidades para hospitalizar 

al perjudicado. Véase también Rivera Serrano v. Municipio 

Autónomo de Guaynabo, 191 DPR 679, 688 (2014); Rivera 

Fernández v. Mun. Carolina, 190 DPR 196 (2014); Acevedo 

v. Mun. de Aguadilla, 153 DPR 788, 799 (2001); 

Passalacqua v. Mun. de San Juan, 116 DPR 618, 627 (1985); 

Mangual v. Tribunal Superior, 88 DPR 491 (1963). 

En Mangual v. Tribunal Superior, supra, el Tribunal 

Supremo aplicó de forma rigurosa el requisito de 

notificación y advirtió que “la notificación es una parte 

esencial de la causa de acción y, a menos que se cumpla 

con la misma, no existe el derecho a demandar”. Íd., pág. 

495. (Énfasis suplido). Véase además López v. Autoridad 

de Carreteras, supra, pág. 250. Además, el Tribunal 

Supremo ha establecido que, para cumplir los objetivos 

que persigue la notificación, el requisito de 

notificación debe aplicarse de forma rigurosa. Rivera 

Serrano v. Municipio Autónomo de Guaynabo, supra, a la 

pág. 688.   

Sin  embargo, el Tribunal Supremo ha reconocido 

algunas instancias en las que el requisito de 

notificación establecido en la Ley de Municipios 

Autónomos carece de eficacia jurídica o supondría una 

grave injusticia para quien cuenta con una legítima causa 

de acción. Id. Así se ha establecido que el requisito de 

notificación no es necesario si el municipio comienza la 

acción judicial dentro de los noventa días establecidos 

en el Art. 15.003. Insurance Co. of P.R. v. Ruiz, 96 DPR 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2032703933&pubNum=0002995&originatingDoc=Idc3da1dbfb1c11e4b86bd602cb8781fa&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2032703933&pubNum=0002995&originatingDoc=Idc3da1dbfb1c11e4b86bd602cb8781fa&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2003169999&pubNum=0002995&originatingDoc=Idc3da1dbfb1c11e4b86bd602cb8781fa&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_799&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_799
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2003169999&pubNum=0002995&originatingDoc=Idc3da1dbfb1c11e4b86bd602cb8781fa&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_799&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_799
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1985027857&pubNum=0002995&originatingDoc=Idc3da1dbfb1c11e4b86bd602cb8781fa&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_627&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_627
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175 (1968). Tampoco será necesario cuando el reclamante 

presenta la demanda y emplaza al municipio dentro del 

referido término. Véase, Passalacqua v. Mun. De San Juan, 

116 DPR 618 (1985); Rivera Serrano v. Municipio Autónomo 

de Guaynabo, supra, a la pág. 688. En otras instancias se 

ha relevado a un demandante de la fiel observancia con el 

Artículo 15.003 de la Ley de Municipios Autónomos 

Autónomos, supra, cuando se demanda a la compañía 

aseguradora de un municipio, García v. Northern Assurance 

Co., 92 DPR 245 (1965); en reclamaciones contra un 

municipio por violaciones de  un contrato, Rosario 

Quiñones v. Municipio de Ponce, 92 DPR 586 (1965); si el 

Municipio es la parte demandante y el demandado insta una 

reconvención, Insurance Co. of P.R. v. Ruiz, 96 DPR 175 

(1968); en las acciones donde la persona le reclama al 

municipio una justa compensación por el uso de una 

propiedad privada al amparo del Art. II, Sec. 9, Const. 

E.L.A. LPRA, Tomo I, Díaz v. Municipio de Cayey, 99 DPR 

196 (1970). De igual forma, su aplicación carece de 

rigurosidad cuando el peligro de desaparición de la 

prueba objetiva es mínimo, se conoce la identidad de los 

testigos y el Estado puede fácilmente investigar y 

corroborar los hechos aducidos en la demanda. Meléndez 

Gutiérrez v. E.L.A., 113 DPR 811 (1983). Igualmente  

ocurre cuando el Alcalde tiene conocimiento personal de 

los hechos alegados por la parte reclamante. Méndez et 

al. v. Alcalde de Aguadilla, supra.  

Finalmente, el Tribunal Supremo determinó en Rivera 

Serrano v. Municipio Autónomo de Guaynabo, supra, que el 

requisito de notificación previa establecido en el Art. 

15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, no debe 

ser obstáculo para la ventilación de la causa de acción 

de un menor que presuntamente sufrió daños físicos o a la 
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propiedad como consecuencia de la culpa o negligencia de 

un municipio. 

III. 

El Municipio imputó error al tribunal de primera 

instancia por no desestimar la causa de acción de los 

recurridos Viannete Cruz Figueroa y Gregory Cruz Merced, 

por falta de notificación conforme a Ley de Municipios 

Autónomos, supra. Este error se cometió. Veamos. 

La notificación cursada al Municipio de Carolina 

tiene fecha del 19 de mayo de 2014. En ella, se detallan 

los pormenores del accidente que dan base a la demanda de 

autos. La carta únicamente menciona los daños sufridos 

por la menor de edad y su representación legal suscribe 

la misma únicamente como abogado de la menor. En ninguna 

parte de la notificación se menciona el nombre de los 

codemandantes y recurridos, Viannete Cruz Figueroa, 

Gregory Cruz Merced, ni los hechos que dan base a la 

reclamación de daños y perjuicios entablada por ellos.
2
    

El art. 15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, 

supra, establece un término de notificación dentro de los 

90 días siguientes a la fecha en que el reclamante tuvo 

conocimiento de los daños reclamados. La ley es clara al 

establecer que no podrá iniciarse acción judicial de 

clase alguna contra un municipio por daños causados por 

la culpa o negligencia de aquél, a menos que se haga la 

notificación escrita, en la forma, manera y en los plazos 

dispuestos en ley. Concluimos que la notificación cursada 

al Municipio no cubrió a los reclamantes y recurridos 

Viannete Cruz Figueroa y Gregory Cruz Merced, pues no se 

hizo a nombre de estos. La notificación cursada al 

                                                 
2
 La notificación cursada al Municipio de Carolina tiene fecha del 19 de 

mayo de 2014 pero el depósito en el correo tiene fecha del 22 de mayo de 

2014. El art. 15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, establece 

un término de notificación dentro de los 90 días siguientes a la fecha en 

que el reclamante tuvo conocimiento de los daños reclamados. Aun si 

determináramos que los padres de la menor notificaron su reclamación al 

Municipio, la misma sería tardía. 
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Municipio cubrió únicamente la reclamación de la menor y 

aunque la misma se hizo de forma tardía, no procedía 

desestimar su causa de acción conforme lo expuesto en 

Rivera Serrano v. Municipio Autónomo de Guaynabo, supra, 

ni dicho remedio fue solicitado por el Municipio 

peticionario.       

Por otro lado, la moción de sentencia sumaria estuvo 

acompañada de una certificación del Departamento de Obras 

Públicas y Ornato del Municipio de Carolina, así como de 

la copia de la notificación y copia del sobre según fue 

recibido en el Municipio. Así, la moción vino acompañada 

de evidencia que no surge estrictamente de las 

alegaciones de la demanda. El tribunal de primera 

instancia erróneamente acogió la moción de sentencia 

sumaria como una moción de desestimación por falta de 

notificación. Dispuso de la moción de sentencia sumaria 

con un “no ha lugar”. Al así hacerlo, incumplió con la 

Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, porque no hizo 

determinaciones de hechos que no están en controversia.  

Según señalamos anteriormente, nos encontramos en la 

misma posición que el tribunal de primera instancia para 

revisar una solicitud de sentencia sumaria. Conforme a lo 

anterior, determinamos los siguientes hechos de los 

cuales no hay controversia: (1) los daños alegados en la 

demanda ocurrieron el 20 de febrero de 2014; (2) la 

notificación cursada al Municipio de Carolina sobre los 

daños alegados en la demanda tiene fecha del 19 de mayo 

de 2014; (3) la notificación se depositó en el correo el 

22 de mayo de 2014; (4) la notificación cursada al 

Municipio fue a nombre de la menor Valerie Cruz Escribano 

exclusicamente; (5) la notificación de la menor Valerie 

Cruz Escribano fue recibida (ponche) en la Oficina del 

Alcalde el 27 de mayo de 2014; (6) Viannete Cruz Figueroa 
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y Gregory Cruz Merced no notificaron al Municipio de 

Carolina conforme el art. 15.003 de la Ley de Municipios 

Autónomos.  

La parte recurrida incumplió el requisito de 

notificación por lo que no podían iniciar reclamación 

legal alguna contra el Municipio por los hechos alegados 

en la demanda. En consecuencia, procede desestimar la 

causa de acción de Viannete Cruz Figueroa y Gregory Cruz 

Merced tal y como solicitó el Municipio.  

Por tanto, expedimos el auto de certiorari, 

REVOCAMOS la orden recurrida y devolvemos el caso para 

que continúen los procedimientos.
3
 

IV. 

En mérito de lo cual, expedimos el auto de 

certiorari, REVOCAMOS la orden recurrida y devolvemos el 

caso para que continúen los procedimientos.  

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Grana Martínez disiente sin opinión 

escrita. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
3
 En cuanto a la causa de acción de la menor de edad, Valerie Cruz 

Escribano, la misma permanece viva y continuará el litigio en cuanto a 

ella en el foro primario conforme lo resuelto por el Tribunal Supremo en 

Rivera Serrano v. Municipio Autónomo de Guaynabo, supra.  


